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Pobreza e inseguridad 
en un contexto urbano

I
uando se discute sobre la 
pobreza, sobre su medición 
o su abatimiento, se suele 
pensar que los factores más 
relevantes para su presencia 
son la desigualdad, el ingreso, 
la educación, la salud y el 
acceso de servicios públicos 

básicos. Sin embargo, en sociedades como la mexicana 
en la que la inseguridad es un problema grave, ésta 
también tiene un papel determinante en el bienestar 
de las personas.

La inseguridad es un elemento que está presente 
en el andar diario de los mexicanos y más en el ám-
bito urbano. De acuerdo con la Encuesta Nacional de 
Victimización 2021 (ENVIPE), el 58.9% de la población 
de 18 años y más manifiesta como su principal preo-
cupación el tema de la inseguridad y la delincuencia, 
y el 65.5% de la misma se siente inseguro en su mu-
nicipio. En el ámbito urbano en 2020, de acuerdo con 
la misma encuesta, se estimaron 35.2 miles de delitos 
y 26.8 miles de víctimas por cada 100,000 habitantes 
(15.1 mil y 12.4 mil en el ámbito rural respectivamente). 
Es decir, uno de cada 4 habitantes de zonas urbanas 
fue víctima de un crimen. Para poner en contexto 
el problema de la seguridad en el país, basta señalar 
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que México presentó en el año 2018 una tasa de 29 
homicidios por cada 100,000 habitantes mientras que 
esa misma tasa fue de 4.9, 5.3 y 0.62 para los Estados 
Unidos, Argentina y España, respectivamente1.

Así, el objetivo de este breve ensayo es mostrar los 
principales mecanismos por medio de los cuales el 
crimen puede incidir en mayores niveles de pobreza.

II

Menor crecimiento económico
El crimen inhibe el crecimiento de la economía a través 
de una menor inversión física, una menor producti-
vidad y horas de trabajo, así como de una distorsión 
en la asignación de los recursos. El bajo crecimiento 
económico implica menores oportunidades para dis-
minuir la pobreza. Para el caso de México, Enamorado, 
López-Calva y Rodríguez-Castelán (2014) muestran 
para el período 1990-2010 que los homicidios relacio-
nados con el narcotráfico redujeron el crecimiento 
económico de los municipios mexicanos. De igual 
forma, Robles, Calderón y Magaloni (2013) encontraron 
que un incremento de un homicidio relacionado con 
el narcotráfico disminuye la proporción de personas 
que trabajan y el ingreso laboral y aumenta la tasa de 
desempleo.
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Desarrollo del capital humano
La delincuencia y la inseguridad afectan negativamente 
el desarrollo del capital humano, elemento necesario 
para la movilidad social. Diversas investigaciones 
han señalado que el aprovechamiento escolar puede 
verse perjudicado por el estrés emocional que causa la 
inseguridad, así como por una menor asistencia esco-
lar ocasionada por el hecho de que las familias están 
menos dispuestas a mandar a sus hijos a la escuela si 
consideran que pueden ser víctimas de un delito o de 
una situación de peligro. El menor aprovechamiento 
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y el ausentismo escolar en las etapas iniciales de la 
educación pueden incidir en un abandono de la escuela 
en etapas posteriores (Caudillo, M. y F. Torche, 2014). 
Al afectar el desarrollo del capital humano, el crimen 
presenta costos no sólo en el corto, sino también en el 
largo plazo.

Crimen como efecto distributivo regresivo
El ser víctima de un delito implica la pérdida de acti-
vos2. Esto es cierto para todos los grupos sociales, pero 
para la población de bajos ingresos los efectos nega-

Para poner en contexto el problema de la seguridad en el país, basta señalar que 
México presentó en el año 2018 una tasa de 29 homicidios por cada 100,000 
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Unidos, Argentina y España, respectivamente.



16

IB
ER

O

16

PO
BR

EZ
A 

UR
BA

NA
: U

N 
PR

OB
LE

M
A 

CR
EC

IE
NT

E 
| E

XA
M

EN
 |

tivos de esta pérdida pueden ser mayores que para 
la población de altos ingresos. En primer lugar, los 
activos perdidos pueden representar una parte muy 
importante del total de los mismos. En segundo lugar, 
estos activos en muchas ocasiones son esenciales para 
la generación de sus ingresos, lo cual implica que el 
ser víctima no sólo trae consigo la privación de un 
bien, sino la pérdida de ingresos futuros. En tercer 
lugar, para este grupo poblacional no es fácil recupe-
rar sus bienes pues no cuentan con mecanismos de 
protección como ahorros o seguros y sacrificar aún 
más su consumo en el corto plazo muchas veces no 
es una opción posible (Ibáñez y Moya, 2010; Carter 
y Barrett, 2006). Lo anterior es importante, pues la 
literatura ha señalado que la acumulación de activos 

es un elemento esencial para la generación constante 
de ingresos que permitan salir de una situación de 
pobreza. Además, determinados activos también 
sirven como un seguro ante choques negativos en 
el ingreso, por lo que su pérdida deja a las personas 
sin aseguramiento.

Por otro lado, ante olas de crimen o períodos de 
incrementos sustanciales en el mismo, las personas 
de bajos ingresos suelen presentar mayores tasas 
de victimización. La explicación es que los grupos 
poblacionales de ingresos más altos pueden utilizar 
mayores recursos para reducir su exposición a actos 
criminales como compra de alarmas, uso de viviendas 
con mayor seguridad, cambio de lugar de residencia 
o uso de protección privada personal (Di Tella et al., 

El crimen inhibe el crecimiento de la economía a través de una menor 
inversión física, una menor productividad y horas de trabajo, así como de una 
distorsión en la asignación de los recursos. El menor crecimiento económico 

implica menores oportunidades para disminuir la pobreza.
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2010)3. En este sentido, la violencia tiene un efecto dis-
tributivo regresivo. Por ejemplo, Ajzenman, Galiani y 
Seira (2015) muestran que en México un incremento de 
los homicidios está asociado a una caída en el precio 
de las viviendas de bajo costo, pero no a los precios en 
las zonas residenciales.

III

La relación entre pobreza y crimen, sobre todo en el 
contexto urbano, es un fenómeno complejo que debe 

ser analizado e investigado y cuyo entendimiento es 
esencial para la implementación de políticas públicas 
que incidan en menores tasas tanto de pobreza como 
de delitos. En este contexto, es importante considerar 
que las políticas públicas contra el crimen deben tomar 
en cuenta lo local, es decir las características propias 
de cada ciudad o zona metropolitana y su contexto 
urbano. El tipo de transporte público, la movilidad, 
el uso de suelo de las diferentes zonas de la ciudad, la 
segregación y la gentrificación son factores que deben 
ser considerados4.
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2 La ENVIPE 2021 estima que en el año 2020 las pérdidas 
por victimización ascendieron a 185,000 millones de pesos, 
equivalente al 1.2% del PIB.

3 No en todo tipo de contextos o para todo tipo de delito la 
tasa de victimización es mayor para las personas de bajos 
ingresos. Véase Gaviria y Pages (2002).

4 Véase Hipp (2007), para un ejemplo de la importancia del 
contexto urbano para el análisis del crimen.


